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Señores: 

JUZGADO OCTAVO (8) ADMINISTRATIVO DE BARRANQUILLA 

E.             S.               D.               

 

REFERENCIA: DESCORRER TRASLADO Y CONTESTACION DEMANDA 

RAD:                              08-001-33-33-008-2020-00082-00  

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRÉCTA 

DTE:                               MARCO TULIO DÍAZ DÍAZ 

DDO:                              D.E.I.P DE BARRANQUILLA  

 

JOHN FREDY LOAIZA ORTIZ, mayor de edad, identificado con la Cédula de 

Ciudadanía No. 72.271.429 expedida en la ciudad de Barranquilla, y Tarjeta 

Profesional No. 216.603 del Consejo Superior de la Judicatura, Abogado titulado, 

inscrito y en ejercicio, actuando en calidad de Apoderado Judicial del Distrito 

Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, mediante poder otorgado en 

legal forma,  con el respeto que me caracteriza en todas mis actuaciones, por medio 

del presente escrito acudo a su despacho para manifestarle que estando dentro del 

término legal para hacerlo, procedo a Descorrer Traslado de Contestación de la  

Demanda, presentada por la señora MARCO TULIO DÍAZ DÍAZ, a través de 

apoderado judicial, en contra del Distrito Especial, Industrial y Portuario de 

Barranquilla, en los siguientes términos: 

PRETENSIONES: 

Mediante el ejercicio del medio de control Reparación Directa, pretenden los 
demandantes se declare administrativamente responsable a la demandada de la 
totalidad de los daños antijurídicos, los perjuicios materiales, daño emergente por 
falla del servicio, al permitir que se utilizara como soporte de Matrícula Inicial de 
varios vehículos automotores de transporte de carga, el mismo CUPO, entre esos 
el tracto competente antes mencionada. Pretensiones a las cuales nos oponemos 
por carecer de sustento fáctico y legal al no existir responsabilidad del Distrito en 
los hechos expuestos por los actores, por lo que solicito se Nieguen las súplicas de 
la demanda. 

 

HECHOS: 

 

En cuanto a los hechos, corresponde al accionante probarlos pues le compete la 

carga de la prueba; en relación al tema sobre la carga de la prueba, la doctrina ha 

dicho que la misma consiste en una regla de juicio, que indica a las partes la 

autorresponsabilidad que tienen para que los hechos que sirven de sustento a las 

normas jurídicas cuya aplicación reclaman aparezcan demostrados y que, además, 

le indica al Magistrado como debe fallar cuando no aparezcan probados tales 

hechos, lo anterior indica que la necesidad de que aparezca probado determinado  

hecho, es deber de la parte que soporta la carga y en beneficio del mismo sujeto, 

cuya omisión trae consigo consecuencias desfavorables, en el problema sub-lite la 

concesión del derecho deprecado dependerá exclusivamente de la probanza de los 

hechos por parte del demandante. 

Consideramos que del recuento de los hechos plasmados son aseveraciones del 

accionante sin que nos consten, pero de los que se puede extractar, ya que al existir 

un marco normativo nacional competencia del Ministerio de Transporte que regula 

lo solicitado por el demandante y al demandado no tiene competencia; no se  



 

 

 

 

demuestra una relación de causalidad que genere una vinculación del distrito en los 

hechos. 

De los mismos hechos se evidencia claramente que no nos constan las 

circunstancias de tiempo, modo y lugar por lo que deberán ser probadas en el curso 

del proceso. 

ARGUMENTOS DE DEFENSA: 

En el asunto bajo estudio no se dan los requisitos estipulados para que se configure 

la responsabilidad objetiva extracontractual contra mi representada el Distrito de 

Barranquilla, como quiera que la actuación de la misma no genero un daño 

antijurídico, ni material e inmaterial, que aducen los actores; rompiéndose el nexo 

causal entre la acción y el supuesto daño padecido. 

No existe prueba que permita establecer que la causa que originaron los hechos 
son producto  de una falla del servicio, del Distrito de Barranquilla, muy por el 
contrario y así lo ha reconocido el actor en los hechos narrados, que expone dentro 
de la demanda, Sea lo primero decir, que para el mes de mayo de 2005, el Ministerio 
de Transporte expidió el Decreto 1347 y la Resolución 1150, normas mediante las 
cuales reglamentó el ingreso de vehículos de carga, estableciendo la necesidad de 
presentar un documento denominado Certificado de Cumplimiento de Requisitos, el 
cual posteriormente podía ser suplido por un Certificado de Cumplimiento de 
Caución, que era expedido por dicho ente en Bogotá y enviado al organismo de 
tránsito donde se realizaría la matrícula inicial del nuevo vehículo.  
  

Solicito desestimar las pretensiones de la demanda por carecer de sustento fáctico, 

probatorio y legal teniendo en cuenta que para la prosperidad de las acciones 

indemnizatorias tendientes a que se declare la responsabilidad del Estado por faltas 

o fallas en el servicio, se ha exigido por la jurisprudencia se den por demostrados 

tres elementos axiológicos a saber:  

1. Una falta o falla del servicio de la administración. 

 

2. Un daño. El que debe ser cierto, determinado o determinante. 

 

3. Una relación de causalidad entre la falta o falla de la administración y el daño. 

 

Para el caso que nos ocupa no les asiste razón a los demandantes ya que de los 

hechos relacionados en la demanda se desprende de unos supuestos hechos 

facticos que no tiene veracidad alguna por lo que no se dan los elementos 

necesarios para la declaratoria de la responsabilidad patrimonial del Estado que en 

este caso sería el elemento de la relación del nexo causal. 

 

Con relación al nexo causal, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha establecido 

que el problema en la relación de causalidad, surge a partir de la premisa lógica de 

que no está llamado a resarcir un daño aquel que no ha contribuido a su realización, 

de manera que siempre debe existir un ligamen entre el daño causado y el hecho 

que se atribuye a quien debe responder.  

 

Esa relación necesaria se ha denominado nexo causal y se ubica como un elemento 

imprescindible que debe ser acreditado en todos los casos para efectos de 

estructurar la responsabilidad. 



 

 

 

 

 

La relación de causalidad en términos jurídicos es el vínculo o ligamen existente 

entre dos fenómenos diversos (entre el hecho y el daño) en virtud del cual el 

segundo debe la existencia al primero y en ese sentido el segundo de los fenómenos 

se ubica como el efecto jurídico del primero, es por ello que la relación de causalidad 

constituye el nexo etiológico material – en cuanto dice relación a la parte objetiva-, 

que liga un fenómeno a otro y, que, en relación con el daño, constituye el factor de 

imputación material o física (imputatio facti) del mismo a un sujeto determinado. 

 

Es decir, cuando se hace alusión a la imputación material se remite al contexto de 

la relación de causalidad para determinar a quién es atribuible materialmente la 

producción del daño, en tanto la imputación jurídica que también se trata de una 

forma de establecer el ligamen entre dos fenómenos, distinta, por supuesto, a la 

material, constituye el soporte de la obligación de reparar el daño, de manera que 

la imputación jurídica consiste en determinar el fundamento o la razón de la 

obligación indemnizatoria acorde con uno de los títulos de imputación que han sido 

decantados por la jurisprudencia y la doctrina, según se trate de supuestos que se 

ubican dentro de una noción (subjetiva u objetiva) de la responsabilidad y, por 

consiguiente, se sitúa en ese plano dentro de la estructura lógica del fenómeno de 

la responsabilidad.  

 

Se concluye con lo anterior que para el caso de marras, mi representada no tiene 

responsabilidad alguna con respecto a estos hechos deprecados ya que estos se 

originaron por circunstancias ajenas a la responsabilidad del Estado y en especial 

a la falta de competencia, generando la institución jurídica conocida como falta de 

legitimación por causa pasiva. 

EXCEPCIONES: 

 

EXCEPCION DE CADUCIDAD DE LA ACCION para el caso en mención deja ver 

el actor que los supuestos hechos comenzaron en el año 2007, lo  cual el CPACA  

es claro en artículo 164 inciso I donde dice el actor tendrá dos años a partir del día 

siguiente cuando se cometió el daño o cuando tuvo conocimiento de la ocurrencia 

del daño, lo cual el actor tuvo dos daños para impetrar esta acción; es importante 

precisar que el distrito de Barranquilla, no tenía competencia para emitir el derecho 

de reposición (cupo)  las funciones en el año 2007 le correspondía al Ministerio de 

Transporte, no se puede pretender sustentar una tesis de daño continuado más 

cuando estamos hablando de unos hechos que se originaron con posterioridad  al 

año 2007, y dentro todo el tiempo el vehículo transitó por todo el país. 

 

2.- EXCEPCION DE INEXISTENCIA DE LA FALLA EN EL SERVICIO ya que 

cuando el Estado en desarrollo de sus funciones incurre en la denominada falta o 

falla del servicio, sea por actuación, omisión o hechos y operaciones 

administrativas, surge una responsabilidad por los daños causados a los 

administrados, para lo cual se requiere: a) Una falla o falta del servicio o de la 

administración por retardo, omisión, irregularidad, ineficiencia o ausencia del 

servicio; b) Un daño, que implica la lesión o perturbación de un bien protegido por 

el derecho, y que para que sea indemnizable se requiere que sea cierto, real, 

determinado o determinable, y c) Una relación de causalidad entre la falta o falla de 

la administración y el daño. 

Como quiera el régimen de responsabilidad pretendido el de la falla probada por 

presuntas omisiones que se constituyen en comportamientos ilícitos por contrariar  



 

 

 

 

deberes consagrados en el ordenamiento jurídico, los elementos que se deben 

configurar para establecer la responsabilidad Extracontractual de las entidades 

demandas y el deber de reparar de las mismas por la configuración de un daño 

antijurídico, son los siguientes: - Un daño. - Un comportamiento dañino. - Imputación 

del comportamiento dañino a una entidad pública. - Nexo causal entre el 

comportamiento dañino y el daño. - Causalidad eficiente entre el daño y los 

perjuicios ocasionados. 

Conforme lo establece el artículo 90 de la Constitución Política de 1991, para que 

exista responsabilidad del Estado, se requiere de la concurrencia de dos elementos 

a saber el daño antijurídico y la imputabilidad del daño a un órgano del Estado. 

DAÑO ANTIJURÍDICO: Entendido jurisprudencialmente,  como el detrimento, 

perjuicio, menoscabo, dolor o molestia causado a alguien, en su persona, bienes, 

libertad, honor, afectos, creencias, etc., suponiendo la destrucción o disminución de 

ventajas o beneficios patrimoniales o extra patrimoniales de que goza un individuo, 

sin que el ordenamiento jurídico le haya impuesto a la víctima el deber de soportarlo, 

es decir, que el daño carezca de causales de justificación (Consejo de Estado – 

Sección Tercera, sentencia del 27 de enero del 2000, M.P: Alier  E. Hernández 

Enríquez).  

 IMPUTABILIDAD DEL DAÑO: Según lo ha entendido y explicado la Sección 

Tercera del Consejo de Estado, “imputar, para nuestro caso, es atribuir el daño que 

padeció la víctima al Estado, circunstancia que se constituye en condición sine qua 

non para declarar la responsabilidad patrimonial de este último (...) la imputación 

del daño al Estado depende, en este caso, de que su causación obedezca a la 

acción o a la omisión de las autoridades públicas en desarrollo del servicio público 

o en nexo con él, excluyendo la conducta personal del servidor público que, sin 

conexión con el servicio, causa un daño” (sentencia del 21 de octubre de 1999, 

expediente 10948, M.P: Alier Eduardo Hernández Enríquez). 

 

En este caso en particular no existe nexo causal ni se puede predicar omisión 

alguna por parte de la autoridad Distrital, las pretensiones del accionante en este 

fondo, no tienen asidero legal ni probatorio, toda vez es sabido, que para que se 

genere responsabilidad por parte de la Administración, se deben cumplir estos 

elementos, los cuales dentro del presente caso no se encuentran acreditados a 

través del libelo de la demanda, ni con el respectivo soporte probatorio, en lo que al 

Distrito se refiere, por lo que en consecuencia, se desvirtúa la pretensión respecto 

a que el Distrito debe ser parte en el proceso, no se puede imputar al Distrito ningún 

tipo de responsabilidad. 

En cuanto Daño Emergente solicitado por la parte demandante, no anexa ningún 

soporte técnico, como son los informes de peritos, muy por el contrario, mencionan 

unas resoluciones emitidas por el Ministerio de Transporte, pero reitero no anexaron 

soportes contables, firmados por un perito, donde de fe, del Daño Emergente del 

demandante.    

3.- Excepción genérica. 
 
Propongo la excepción genérica, que según el artículo 442 del C.G.P.  se refiere a 
cualquier hecho exceptivo que resultare probado en el curso del proceso o a 
cualquier otra circunstancia en virtud de la cual, la ley considera que la obligación  



 

 

 
 
 
de mi representado no existió o que en el eventual caso de haber existido, hecho 
negado por nuestra parte, la declara extinguida, o bien que no se pueda proferir la 
decisión de fondo por hechos tales como la caducidad de la acción, la prescripción 
del derecho o una ineptitud de la demanda, entre otros.  
 

PETICION: 

Habida cuenta de las razones de defensa esgrimidas y soportadas en las 

excepciones propuestas, solicito al señor Juez se sirva NEGAR las pretensiones de 

la demanda o en su defecto ABSOLVER a mi representada de los hechos 

endilgados en esta demanda y/o conceder las excepciones descritas. 

 
ANEXOS 

 
Con el presente memorial, se adjuntan: 
 

 Poder para actuar otorgado en legal forma por el secretario de la Oficina 
Jurídica de la Alcaldía Distrital de Barranquilla. 

 
NOTIFICACIONES 

 
Mi apadrinada la Alcaldía Distrital de Barranquilla en Calle 34 No. 43 – 63 Piso 8 

Edificio de este Distrito. 
 
Notificaciones Judiciales: notijudiciales@barranquilla.gov.co 
 
El suscrito recibirá notificaciones en la secretaria de su Despacho y en la Carrera 
41 No. 54 - 90 de este Distrito.  
 
Notificaciones Judiciales:   jok3125@yahoo.es 
     
Del señor Juez, Atentamente, 

 

JOHN FREDY LOAIZA ORTIZ  

C.C.72.271.429 de Barranquilla 

T.P. 216.603 del C.S.J. 

 



 

Poder Dig Nº  

 
 
 
SEÑORES 
JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DE BARRANQUILLA 
E.       S.       D.   
 
 
RADICADO:                08001-33-33-008-2020-00082-00. 
REFERENCIA: REPARACION DIRECTA 
ACCIONANTE:          MARCOS TULIO DIAZ DIAZ 
ACCIONADO: D.E.I.P DE BARRANQUILLA 
 
 
ADALBERTO DE JESUS PALACIOS BARRIOS , mayor de edad, identificado con la cédula de 
ciudadanía No 72195129, actuando en mi condición de Secretario Jurídico del Distrito Especial, 
Industrial y Portuario de Barranquilla, como lo acredito con fotocopia de mi acta de posesión que 
adjunto y decreto de nombramiento No 0002 del 2020  y de conformidad con el decreto de  delegación 
No 0094 del 2017,  manifiesto que por medio del presente escrito confiero poder especial, amplio y 
suficiente al doctor (a)  JOHN FREDY LOAIZA ORTIZ , mayor de edad, identificado con la cédula 
de ciudadanía No  72271429, portadora de la Tarjeta profesional de Abogado 216603 del Consejo 
Superior de la Judicatura, con el fin de que represente y asuma la defensa de los derechos e intereses 
del  Distrito Especial,  Industrial y Portuario  de Barranquilla dentro del proceso de la referencia. 
 
Nuestro apoderado tiene facultades amplias y suficientes conforme el art. 77 y 78 del Código general 
del proceso y en especial para interponer recursos, sustituir en el profesional del derecho que delegue 
el Secretario Jurídico y reasumir. 
 
El doctor (a) JOHN FREDY LOAIZA ORTIZ , recibirá notificaciones al correo electrónico 
jok3125@yahoo.es y notijudiciales@barranquilla.gov.co. 
 
Sírvase reconocer la respectiva personería en los términos de este poder. 
 
Otorga: 
 
 
 
 
ADALBERTO DE JESÚS PALACIOS BARRIOS  
Secretario Jurídico Distrital de Barranquilla  
 
Acepto: 
 
 
JOHN FREDY LOAIZA ORTIZ  
C.C. No. 72271429 
T.P. No. 216603del C.S.J. 
 
Elaboró: Marcelo Molina Venera-Tec.Op. 
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Doctor
HUGO JOSE CALABRIA LOPEZ
JUEZ OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DE BARRANQUILLA

PROCESO:  08-001-33-33-008-2020-00102-00 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
ACTOR:  YADIRA CASTILLO DE LA ROSA
DEMANDADO:  NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA -EJERCITO NACIONAL
 
Buenos días  
 
En mi calidad de apoderada judicial de la en�dad demandada MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL,
de manera atenta, y por medio del presente, me permito presentar contestación de la demanda
promovida por la señor a YADIRA CASTILLO DE LA ROSA, con todos los anexos.

Con copia a la parte demandante 
 
Adjunto 9 archivos
 
Atentamente,
 
ANA MILENA SANCHEZ DURAN 
APODERADA MDN
CEL 3006134597





















































MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
COMANDO GENERAL DE LAS FUERZAS MILITARES 
EJÉRCITO NACIONAL 

ESTABLECIMIENTO DE SANIDAD MILITAR BAS02    

 
 
 
 
Calle 79 No. 68-00 ESM BAS02 
Correo electrónico: hosmirbarranuilla@hotmail.com 

 

 

 

Radicado No. _202455___/MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMOP-DIVO1-BR02--
ESM-AYU 
 
 

Barranquilla (Atlántico), 29 de octubre de 2020 

 
 
Señor (a)  
ANA MILENA SANCHEZ DURAN  
ABOGADA DIRRECION DE DEFENSA JURIDICA INTEGRAL  
Barranquilla, Atlántico  
 
Asunto: Respuesta a requerimiento 
 
 En respuesta al requerimiento efectuado mediante oficio N° 040/ con fecha de 28 
de septiembre me permito enviar la documentación solicitada por este despacho en 
cuanto a información contractual y antecedentes de respuesta de derecho de 
petición presentados por los profesionales.  
 
Anexo: • Oficio presentado por el área administrativa en la cual reposan los procesos 
de contratación del señor YADIRA JANETH CASTILLO DE LA ROSA 
 
• Copia de la RESPUESTA DEL DERECHO DE PETICION presentado por el Dr. 
Nilson Miguel Porras Báez.  
 
• Copia de la RESPUESTA DEL DERECHO DE PETICION presentado por el Dr. 
Nilson Miguel Porras Báez en nombre de la señora YADIRA JANETH CASTILLO 
DE LA ROSA 
 
 
Atentamente, 
 
 
CR.  RICARDO ARANA MEDINA  
Director Establecimiento de Sanidad Militar BAS 02 

 
Elaboró:  Abo. Jovelys Henríquez Hernández                   
              Asesora Jurídica ESM BAS 02       
 
 
Anexo (DOCUMENTACION ADJUNTA)  



































































REPÚBLICA DE COLOMBIA 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

RESOLUCIÓN NÚMERO 8 6  5 	DE 2012 

(  24  DIC. 2012 

Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y competencias relacionadas con la 
actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la Nación - Ministerio de 

Defensa Nacional. 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 

En uso de sus facultades constitucionales y legales y en particular las conferidas por el 
artículo 211 de la Constitución Política, los artículos 9 de la Ley 489 de 1998, 8 numeral 2 del 
Decreto 1512 de 2000, 1 del Decreto 049 de 2003, 2 numeral 8 del Decreto 3123 de 2007, 2 
numeral 8 del Decreto 4890 de 2011, 23 de la Ley 446 de 1998, artículos 159 y 160 de la ley 
1437 de 2011 y 64 del Código de Procedimiento Civil, y 

CONSIDERANDO: 

Que según lo previsto en el artículo 211 de la Constitución Política, la ley señalará las 
funciones que el Presidente de la República podrá delegar en los ministros, directores de 
departamentos administrativos, representantes legales de entidades descentralizadas, 
superintendentes, gobernadores, alcaldes y agencias del Estado que la misma ley determine. 
Igualmente, fijará las condiciones para que las autoridades administrativas puedan delegar en 
sus subalternos o en otras autoridades. 

Que en virtud de la norma en cita la delegación exime de responsabilidad al delegante, la cual 
corresponderá exclusivamente al delegatario, cuyos actos o resoluciones podrá siempre 
reformar o revocar aquel reasumiendo la responsabilidad consiguiente. 

Que de conformidad con lo consagrado en el artículo 9 de la Ley 489 de 1998, las autoridades 
administrativas, en virtud de lo dispuesto en la Constitución Política y de conformidad con la 
citada Ley, "están habilitadas para transferir el ejercicio de funciones y la atención y decisión 
de los asuntos a ellas confiados por la ley, mediante acto de delegación, a los empleados 
públicos de los niveles directivo y asesor vinculados al organismo correspondiente, con el 
propósito de dar desarrollo a los principios de la función administrativa enunciados en el 
artículo 209 de la Constitución Política y en la ley". 

Que de acuerdo a lo previsto en el artículo 6 de la Ley 489 de 1998, las autoridades 
administrativas deben garantizar la armonía en el ejercicio de sus respectivas funciones con el 
fin de lograr los fines y cometidos estatales y prestar su colaboración a las demás entidades 
para facilitar el cumplimiento de sus funciones, procurándose en el desarrollo de la función 
pública, de manera prioritaria, dar aplicación a los principios de coordinación y colaboración 
entre las autoridades administrativas y entre los organismos del respectivo sector. 

Que de conformidad con lo previsto en el artículo 23 de la Ley 446 de 1998 cuando en un 
proceso ante cualquier jurisdicción intervengan entidades públicas, el auto admisorio de la 
demanda se debe notificar personalmente al Representante Legal de la Entidad Pública o a 
quien éste haya delegado la facultad de recibir notificaciones. 
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Que teniendo en cuenta la clase, volumen y naturaleza de los procesos en que es parte la 
Nación - Ministerio de Defensa, se hace necesario delegar la facultad de notificarse y 
constituir apoderados, en algunos servidores públicos, en orden a garantizar el cumplimiento 
de los principios de eficacia, moralidad, economía y celeridad en la gestión litigiosa. 

Que el artículo 159 de la ley 1437 de 2011, establece: 

"CAPACIDAD Y REPRESENTACIÓN. Las entidades públicas, los particulares 
que cumplen funciones públicas y los demás sujetos de derecho que de acuerdo 
con la ley tengan capacidad para comparecer al proceso, podrán obrar como 
demandantes, demandados o intervinientes en los procesos contencioso 
administrativos, por medio de sus representantes, debidamente acreditados. 

La entidad, órgano u organismo estatal estará representada, para efectos 
judiciales, por el Ministro, Director de Departamento Administrativo, 
Superintendente, Registrador Nacional del Estado Civil, Procurador General de la 
Nación, Contralor General de la República o Fiscal General de la Nación o por la 
persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el hecho. 

El Presidente del Senado representa a la Nación en cuanto se relacione con la 
Rama Legislativa; y el Director Ejecutivo de Administración Judicial la representa 
en cuanto se relacione con la Rama Judicial, salvo si se trata de procesos en los 
que deba ser parte la Fiscalía General de la Nación. 

En los procesos sobre impuestos, tasas o contribuciones, la representación de las 
entidades públicas la tendrán el Director General de Impuestos y Aduanas 
Nacionales en lo de su competencia, o el funcionario que expidió el acto. 

En materia contractual, la representación la ejercerá el servidor público de mayor 
jerarquía de las dependencias a que se refiere el literal b), del numeral 1 del 
artículo 2 de la Ley 80 de 1993, o la ley que la modifique o sustituya. Cuando el 
contrato o acto haya sido suscrito directamente por el Presidente de la República 
en nombre de la Nación, la representación de esta se ejercerá por el Director del 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República. 

Las entidades y órganos que conforman el sector central de las administraciones 
del nivel territorial están representadas por el respectivo gobernador o alcalde 
distrital o municipal. En los procesos originados en la actividad de los órganos de 
control del nivel territorial, la representación judicial corresponderá al respectivo 
personero o contralor." 

Adicionalmente al artículo 160 de la ley 1437 de 2011, nos indica: 

"DERECHO DE POSTULACIÓN. Quienes comparezcan al proceso deberán 
hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los casos en que la ley 
permita su intervención directa. 

Los abogados vinculados a las entidades públicas pueden representarlas en los 
procesos contenciosos administrativos mediante poder otorgado en la forma 
ordinaria, o mediante delegación general o particular efectuada en acto 
administrativo". 
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Que de conformidad con el inciso primero del artículo 64 del Código de Procedimiento Civil, la 
Nación y demás Entidades de Derecho Público, podrán constituir apoderados especiales para 
atender los procesos en que sean parte, siempre que sus representantes administrativos lo 
consideren conveniente por razón de distancia, importancia del negocio u otras circunstancias 
análogas. 

RESUELVE 

CAPITULO PRIMERO 

DELEGACIONES AL INTERIOR DEL MINISTERIO DE DEFENSA — GESTIÓN GENERAL 

ARTÍCULO 1. Delegar en el Director de Asuntos Legales del Ministerio de Defensa Nacional 
las siguientes funciones: 

1. Notificarse de las demandas, atenderlas directamente y constituir apoderados en los 
procesos contencioso administrativos que cursen contra la Nación - Ministerio de Defensa 
Nacional, ante el Honorable Consejo de Estado, Tribunales Contencioso Administrativos y 
Juzgados Contencioso Administrativos, así como en los procesos que se adelanten ante la 
Corte Constitucional por demandas de inconstitucionalidad. 

2. Notificarse de las acciones de Tutela, de Cumplimento, Populares o de Grupo, 
pudiendo contestar, rendir informes, constituir apoderados en dichas acciones e impugnar los 
fallos por si o por intermedio de apoderado, así como presentarlas en nombre de la entidad 
como accionante o demandante. 

3. Notificarse de las demandas, atenderlas directamente o designar apoderados dentro de 
los procesos que cursen en los Juzgados Civiles, Penales y Laborales de todo el territorio 
nacional en contra de la Nación - Ministerio de .Defensa Nacional. 

4. Constituirse en parte civil o designar apoderados para que lo hagan, en los términos y 
para los efectos del artículo 36 de la Ley 190 de 1995. 

5. Para efectos de la Ley 1066 de 2006 y demás normas concordantes, otorgar poderes a 
funcionarios abogados del Ministerio de Defensa Nacional según lo requieran las necesidades 
del servicio, para los trámites tendientes a la recuperación de la cartera por cobro coactivo, o 
realizarlas directamente, así como asignar funciones de Secretario a un empleado de la 
misma entidad, con el fin de apoyar con las funciones administrativas. 

6. Notificarse y designar apoderados en las querellas policivas y administrativas que cursen 
ante el Ministerio de Protección Social e Inspecciones de Policía o atenderlas directamente. 

7. Designar apoderados con el fin de iniciar cualquier tipo de acción en las jurisdicciones 
contencioso administrativo, ordinaria y policiva o iniciarlas directamente. 

8. Notificarse y designar apoderados para atender e iniciar las actuaciones administrativas 
que se surtan o deban surtirse ante las entidades de la Administración Pública del orden 
Nacional, Departamental, Municipal o Distrital o hacerlo directamente o ante cualquier 
particular que ejerza funciones públicas, así como de las ofertas de compra de inmuebles que 
le presenten a la entidad. 

9. Notificarse y designar apoderados, así como adelantar todos los trámites administrativos 
inherentes a las actuaciones ambientales o atenderlo directamente. 
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ARTÍCULO 2. Delegar la función de notificarse de las demandas y constituir apoderados en 
los procesos contencioso administrativos, acciones de Tutela, Populares, de Grupo y de 
Cumplimiento que cursen contra la Nación - Ministerio de Defensa Nacional ante los 
Tribunales y Juzgados, en los Comandantes de las Unidades Operativas y Tácticas de las 
Fuerzas Militares que se indican a continuación. 

Ciudad 	de 
ubicación 	del 
Despacho Judicial Departamento 	Delegatario 
Contencioso 
Administrativo 
Medellín ntioquia 	 Comandante Cuarta Brigada 

lArauca 
Barranquilla 	tlántico 

Comandante Brigada Dieciocho 
Comandante Segunda Brigada 

rauca 

Barrancabermeja Santander del Sur 
Comandante Batallón de Artillería de Defensa Aérea 
No.2 Nueva Granada 

Cartagena 	Bolívar Comandante Fuerza Naval del Caribe 

Tunja 	 Boyacá Comandante Primera Brigada 

Buenaventura alle del Cauca 
Comandante Brigada Fluvial de Infantería de Marina 
No.2. 

Buga alle del Cauca 
Comandante Batallón de Artillería No.3 Batalla de 
Palace. 

Manizales 	Caldas 

Florencia 	Caquetá 

Comandante Batallón de Infantería No. 22 
"Ayacucho" 
Comandante Décima Segunda Brigada del Ejercito 
Nacional 

Popayán 	Cauca 

Montería 	Córdoba 

Comandante Batallón de Infantería No.7 "José Hilario 
López" 
Comandante Décima Primera Brigada del Ejército 
Nacional 

Yopal 	 Casanare 
Comandante Décima Sexta Brigada del Ejército 
Nacional 

Valledupar 	Cesar Comandante Batallón de Artillería No. 2 " La Popa 

Quibdo 	 Choco 
Comandante Batallón de Infantería No. 12 "Alfonso 
Manosalva Flores" 

Riohacha 	Riohacha 

Huila 	 Neiva 

Comandante Batallón de Infantería Mecanizado No. 6 
"Cartagena" 
Comandante Novena Brigada del Ejército Nacional 

Leticia mazonas 
Comandante Brigada de Selva No.26 del Ejército 
Nacional. 

Santa Marta 	Magdalena 

Villavicencio 	Meta 

Comandante Primera División del Ejército Nacional. 
Jefe Estado Mayor de la Cuarta División 

Mocoa 	 Putumayo omandante Brigada No.27 del Ejército Nacional 

Cúcuta 	 Norte de Santander 

Pasto 	 Nariño 

omandante Grupo de Caballería Mecanizado No. 5 
'General Hermógenes Maza" 
Comandante Batallón de Infantería No. 9 "Batalla de 
Boyacá" 

Norte de Santander 
Comandante Batallón de Infantería No.13 García 
Rovira. 
Comandante Octava Brigada del Ejército Nacional. Quindío JA

Pamplona 

rmenia 
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Pereira Risaralda 	iComandante Batallón de Artillería No. 8 "San Mateo" 

San Gil Santander 
Comandante Batallón de Artillería No.5 Capitán José 
Antonio Galán. 

Bucaramanga Santander Comandante Segunda División del Ejército Nacional. 

San Andrés San Andrés 
Comandante Comando Específico San Andrés 
y Providencia 

Santa 	Rosa 	de 
Viterbo 

Boyacá Comandante Primera Brigada del Ejército Nacional. 

Sincelejo Sucre Comandante Primera Brigada de Infantería de Marina 

Ibagué Tolima Comandante Sexta Brigada del Ejercito Nacional 

Turbo Antioquía 
Comandante Batallón Fluvial de Infantería de Marina 
No 20. 

Cali Valle del Cauca 
Comandante Tercera División del Ejercito Nacional 

ipaquira- 
Facatativá-Girardot 

Cundinamarca 
Director 	de 	Asuntos 	Legales 	del 	Ministerio 	de 
Defensa Nacional 

PARÁGRAFO. Podrá igualmente el Director de Asuntos Legales del Ministerio de Defensa 
Nacional, constituir apoderados en todos los procesos que cursen ante los Tribunales y 
Juzgados Contencioso Administrativos del territorio nacional. 

ARTÍCULO 3. Los delegatarios relacionados en el artículo 2 de la presente Resolución, 
contaran para el ejercicio de la función delegada con los profesionales abogados de la 
Dirección de Asuntos Legales de este Ministerio. 

Por su parte, los delegatarios brindaran apoyo a los abogados designados por la Dirección de 
Asuntos Legales para el cumplimiento de las funciones litigiosas a ellos asignadas, 
especialmente en la consecución de pruebas requeridas por las instancias judiciales al interior 
de los procesos. 

PARÁGRAFO. En aquellas Jurisdicciones en donde no se cuente con funcionario de la 
Dirección de Asuntos Legales, se deberá prestar por parte del delegatario apoyo al apoderado 
encargado de esa instancia judicial con la designación de un funcionario de su Unidad para 
que realice el seguimiento a los procesos judiciales que se sigan en contra del Ministerio de 
Defensa Nacional. Para el efecto se harán las coordinaciones pertinentes. 

CAPITULO SEGUNDO 

DELEGACIONES EN OTRAS DEPENDENCIAS DEL MINISTERIO DE DEFENSA 

ARTÍCULO 4. Delegar en el Superintendente de Vigilancia y Seguridad Privada las siguientes 
funciones: 

1. La facultad de representar a la Nación - Ministerio de Defensa Nacional - Superintendencia 
de Vigilancia y Seguridad Privada en los procesos contencioso administrativos que se surtan 
ante las diferentes instancias judiciales, así como en los procesos que se adelanten ante la 
Corte Constitucional por demandas de inconstitucionalidad contra normas de su competencia. 
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En desarrollo de esta facultad el Superintendente de Vigilancia y Seguridad Privada podrá 
recibir notificaciones y constituir apoderados. 

2. La facultad para notificarse de las acciones de Tutela, Populares, de Grupo y de 
Cumplimento, pudiendo rendir informes, constituir apoderados en dichas acciones e impugnar 
los fallos por si o por intermedio de apoderado. 

3. La facultad para representar a la Nación - Ministerio de Defensa Nacional -
Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada en los procesos por cobro coactivo para 
hacer efectivos los créditos exigibles a favor de la Superintendencia y la facultad para 
constituir apoderados para hacer exigibles dichos créditos en todo el territorio nacional, para 
efectos de la Ley 1066 de 2006 y demás normas concordantes. 

4. La facultad para representar a la Nación Ministerio de Defensa en los procesos ordinarios 
que contra la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada cursen en los estrados 
judiciales. 

5. La facultad para representar a la Nación Ministerio de Defensa — Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada, en los procesos penales. 

ARTÍCULO 5. Delegar en el Director General de Sanidad Militar y Directores de Sanidad de 
las diferentes Fuerzas y Policía Nacional, en los Jefes de las Oficinas de Prestaciones 
Sociales del Ministerio de Defensa Nacional, del Ejército Nacional, de la Fuerza Aérea 
Colombiana, de la Armada Nacional y de la Policía Nacional, o quien haga sus veces y en los 
Jefes o Directores de Personal o Desarrollo Humano o quien haga sus veces en el Ministerio 
de Defensa Nacional, el Ejército Nacional, la Fuerza Aérea Colombiana, la Armada Nacional y 
la Policía Nacional  ,  la facultad de notificarse de las acciones de Tutela, pudiendo contestar, 
rendir informes e impugnar los fallos por sí o por intermedio de apoderado. 

En desarrollo de esta delegación se remitirá a la Dirección de Asuntos Legales del Ministerio 
de Defensa Nacional, trimestralmente, la siguiente información: 

1. Corporación judicial que atendió la tutela. 
2. Accionante 
3. Causa de la Acción 
4. Resumen del fallo. 
5. Decisión de Impugnación, si ha hubiere. 

CAPITULO TERCERO 

DISPOSICIONES COMUNES 

ARTÍCULO 6. CONDICIONES PARA EL EJERCICIO DE LA DELEGACIÓN 

Las delegaciones efectuadas a través de la presente resolución, serán ejercidas por los 
funcionarios delegatarios conforme a las siguientes condiciones: 

1. La delegación es una decisión discrecional del delegante y su cumplimiento es vinculante 
para el delegatario. 
2. El ejercicio de las competencias que por medio de la presente resolución se delegan, está 
sujeto a la observancia plena de los requisitos y parámetros relacionados con la actividad 
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litigiosa de las Entidades Públicas establecidas en la ley, manuales y políticas del Ministerio 
de Defensa Nacional. 
3. Cuando lo estime conveniente, el Ministro de Defensa Nacional podrá reasumir en todo 
caso y en cualquier momento, total o parcialmente, las competencias delegadas por medio del 
presente acto. 
4. La delegación establecida en el artículo 3 de esta Resolución no comprende la facultad a 
motu proprio, o a través de apoderado de conciliar, transar o utilizar cualquier otro 
mecanismo alternativo de solución de conflictos en nombre de la Nación — Ministerio de 
Defensa Nacional. 
5. Las facultades delegadas mediante la presente Resolución son indelegables. 
6. La delegación eximirá de toda responsabilidad al delegante, y será asumida plenamente y 
de manera exclusiva por el delegatario, sin perjuicio de que en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 211 de la Constitución Política el delegante pueda en cualquier tiempo reasumir la 
competencia, revisar y revocar los actos expedidos por el delegatario, con sujeción a lo 
dispuesto en el Código Contencioso Administrativo. 
7. El delegatario deberá observar estrictamente las disposiciones legales y reglamentarias que 
regulen el ejercicio de la delegación y es responsable de las decisiones que tome en ejercicio 
de la misma. 
8. El delegatario deberá desempeñarse dentro del marco de actividades establecido en este 
acto de delegación. 
9. El delegatario deberá atender oportunamente los requerimientos sobre el ejercicio de la 
delegación, hechos por delegante. 
10. El delegatario deberá cumplir las orientaciones generales dadas por el delegante. 
11. El delegatario facilitará la revisión de sus decisiones por el delegante. 
12. Los servidores públicos que ejerzan la defensa judicial, deberán dar estricto cumplimiento 
a lo dispuesto en el artículo 45 del Decreto 111 de 1996. 
13. En virtud del principio de continuidad de la administración y de la presunción de legalidad 
de los actos administrativos, el simple cambio de funcionario delegante y/o delegatario no 
extingue los efectos del acto de delegación. De ahí que, en caso de supresión de cargos o de 
cambio de denominación de los mismos, las delegaciones se entenderán efectuadas en 
aquellos que se han citado en el presente acto administrativo para la delegación de 
competencias, hasta tanto se expida un nuevo acto administrativo que las reasigne. 
14. Las responsabilidades y consecuencias de la presente delegación, se rigen por las normas 
legales aplicables, y en particular por los artículos 9 y siguientes de la Ley 489 de 1998. 
15. Este acto tiene fuerza ejecutoria mientras no sea revocado, suspendido, modificado, 
derogado o anulado por autoridad competente. 

ARTÍCULO 7. COMPROMISO ANTICORRUPCIÓN DE LOS FUNCIONARIOS 
INVOLUCRADOS EN LA GESTIÓN DE REPRESENTACIÓN, APODERAMIENTO Y 
DEFENSA JUDICIAL. 

Los funcionarios del Ministerio de Defensa Nacional, que tengan como función la actividad 
litigiosa ante las diferentes Jurisdicciones, deberán suscribir un compromiso anticorrupción 
que reposará en su folio de vida, en el que se exprese explícitamente su voluntad de abogar 
por la transparencia en los procesos litigiosos y la responsabilidad de rendir informes de su 
actuación, compromiso a través del cual, asumirán como mínimo los siguientes: 

No ofrecer ni dar prebenda ni ninguna otra forma de contraprestación a ningún funcionario 
público. 

No propiciar que nadie, bien sea empleado de la entidad o familiar ofrezca o dé prebendas o 
contraprestación a ningún funcionario de la entidad a su nombre; 



2  4  DIC. 2012 
RESOLUCIÓN NÚMERO  .8  6 1 5 	, DE 2012 	HOJA No 8 

Continuación de la Resolución "Por la cual se delegan, asignan y coordinan funciones y 
competencias relacionadas con la actividad de defensa judicial en los procesos en que sea parte la 
Nación - Ministerio de Defensa Nacional.". 

No recibir directa o indirectamente prebendas ni ninguna otra forma de contraprestación o 
beneficio a ningún interesado en los procesos que realiza para el cumplimiento de las 
funciones a su cargo, ni para retardar el ejercicio de dichas funciones. 

No realizar conductas que atenten contra la seguridad del personal y de las instalaciones, así 
como de los intereses de la institución o que pongan a la entidad en desventaja frente a otras 
personas naturales o jurídicas. 

Informar al inmediato superior de las conductas que se detecten relacionadas con falta de 
transparencia en el ejercicio del cargo, por parte de los funcionarios responsables del litigio. 

No realizar acuerdos ni utilizar los mecanismos alternativos de solución de conflictos sin el 
previo análisis y aprobación del Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la Entidad. 

Asumir y reconocer expresamente, las consecuencias que se deriven del incumplimiento del 
compromiso anticorrupción precedente o de cualquiera otra de sus obligaciones legales 
asociadas a las gestiones propias de la actividad litigiosa a su cargo, ante las diferentes 
autoridades encargadas de llevar a cabo las correspondientes investigaciones. 

ARTÍCULO 8. INFORME SEMESTRAL. El Superintendente de Vigilancia y Seguridad 
Privada, deberá remitir semestralmente un informe de la actividad realizada en virtud de esta 
Delegación al señor Ministro de Defensa Nacional para su seguimiento y control. 

Los funcionarios encargados de la actividad litigiosa del Ministerio de Defensa Nacional, 
deberán rendir informe semestral de las actuaciones y del estado de los procesos a los 
delegatarios con copia a la Secretaría General de este Ministerio. 

PARÁGRAFO: El informe semestral que rindan los delegatarios indicados en este artículo y 
los apoderados a los delegatarios, constituirá uno de los mecanismos para efectuar el 
seguimiento y control de la función delegada en este acto administrativo. 

ARTÍCULO 9. EMPALME EN CASO DE CAMBIO DE MANDO. Cuando haya cambios de los 
funcionarios designados como delegatarios a través de la presente Resolución, éstos deberán 
preparar un informe de situación y ejecución de las funciones asignadas a su cargo, dejando 
constancia de la información y documentación entregada al nuevo funcionario que ejercerá las 
funciones o la competencia respectiva, cuya copia será remitida a la Dirección de Asuntos 
Legales del Ministerio de Defensa Nacional, para su control y seguimiento. 

ARTÍCULO 10. VIGENCIA Y DEROGATORIA. La presente Resolución rige a partir de la 
fecha de su publicación y deroga las normas que le sean contrarias, en especial la Resolución 
No. 3530 de 2007. 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE, 
2 4 DIC. 2012 

Dada en Bogotá, D.C. 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 41111 

DARLOS PINZÓN BUENO/ 
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